
Que expide la Ley de Amnistía en favor de los Sentenciados por Delitos 
Relacionados con el Consumo o Posesión de Cannabis Sativa, Índica o 
Marihuana, suscrita por los diputados Jorge Álvarez Máynez y Víctor 
Manuel Sánchez Orozco, del Grupo Parlamentario de Movimiento 
Ciudadano
Los suscritos, diputados Jorge Álvarez Máynez y Víctor Sánchez Orozco 
miembros del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, y en ejercicio 
de las facultades y atribuciones conferidas en el artículo 73, numeral XXII, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y los artículos 6, 
numeral 1, fracción I, y artículos 77 y 78, del Reglamento de la Cámara de 
Diputados del honorable Congreso de la Unión, someten a la consideración de 
esta asamblea, la iniciativa con proyecto de decreto por el que se expide la Ley 
de Amnistía, a favor de los sentenciados por delitos relacionados con el 
consumo o posesión de cannabis sativa, índica o marihuana. Lo anterior, al 
tenor de la siguiente
Exposición de Motivos
El acceso a la justicia en México hoy se encuentra rebasado por la impunidad, 
ineficiencia e incapacidad de las instituciones para poder proteger los derechos 
humanos fundamentales de los mexicanos. Todos los días vivimos las 
consecuencias de una fallida impartición de justicia en México, que obedece a 
errores en todos los eslabones del sistema; policía, fiscalías, juzgados y sistema 
penitenciario.
El sistema penitenciario es uno de los eslabones más olvidados y marginados 
del poder judicial en México. Es imposible aspirar a una sociedad más justa con 
un sistema penitenciario colapsado que se encuentra entre 250 y 305 por ciento 
de su capacidad; en una celda para 6 personas, en realidad viven entre 14 y 20 
personas1 .
En 2006 la capacidad instalada en los centros federales era de 6 mil 192 
internos, para enero de 2012 la capacidad total ascendió a 17 mil 680 internos, 
lo que representa un incremento del 185 por ciento en su capacidad instalada. 
En las Islas Marías el incremento es aún mayor, pues pasaron de tener 915 
internos en 2006 a una población de 7 mil 812 en agosto de 2012, lo que 
significa un incremento del 263 por ciento en su capacidad instalada.2

Un sistema penitenciario sobrepoblado crea condiciones para la violación de 
derechos humanos y es incapaz de hacer programas eficientes para la 
reinserción de los ciudadanos a la sociedad como sujetos productivos.3 Violando 
los principios establecidos en el artículo 18 constitucional que establece que “el 
sistema penitenciario se organizará sobre la base del respeto a los derechos 
humanos, del trabajo, la capacitación para el mismo, la educación, la salud y el 
deporte como medios para lograr la reinserción del sentenciado a la sociedad y 



procurar que no vuelva a delinquir, observando los beneficios que para él prevé 
la ley. Las mujeres compurgarán sus penas en lugares separados de los 
destinados a los hombres para tal efecto”.
Según el diagnóstico “Situación y Desafíos del Sistema Penitenciario” de 
México Evalúa, en la mayoría de los centros las condiciones de higiene, la 
calidad de los alimentos, así como el acceso a servicios de educación, son 
deplorables, la atención y el equipamiento instrumental médico dentro de las 
cárceles son insuficientes. Además, no hay una separación entre las áreas 
destinadas a hombres y mujeres y la mayoría no tienen mecanismos para 
prevenir eventos violentos.
Según cifras del órgano administrativo desconcentrado Prevención y 
Readaptación Social, en las 21 cárceles federales de México hay alrededor de 
22 mil 731 internos. En 2012, la manutención de los reos costó más de mil 700 
millones pesos, lo que equivale a más de 4 millones 600 mil pesos diarios, es 
decir, 202.36 pesos diarios por preso. No obstante, un reporte público de la 
Comisión Nacional de Seguridad detalla que para esa misma fecha había otros 
26 mil 140 reos del fuero federal en prisiones estatales, principalmente por 
razones de espacio, cuyos costos de manutención son cubiertos por las 
autoridades locales.4

Según datos de la Primera Encuesta en Centros Penitenciarios Federales, el tipo 
penal más frecuente entre los internos fueron los delitos contra la salud (60.2 
por ciento) y al preguntarles sobre la sustancia por las que fueron sentenciados, 
el 58.7 por ciento confesaron que se trataba por marihuana. De este universo de 
personas, poco más del 38 por ciento afirmó estar detenido por posesión de 
drogas, aunque no existen datos sobre qué tipo de droga se tenía en posesión. 
La mayor parte de los internos detenidos por delitos contra la salud realizaron 
transacciones de poco valor económico. El 50 por ciento fueron detenidos por 
comercializar drogas por montos inferiores a mil 250 pesos y una cuarta parte 
por menos de 200 pesos.5

Es claro que se tendrían que revisar la circunstancia particular de cada caso, sin 
embargo cuando se compara el porcentaje de los internos sentenciados por 
posesión de drogas en comparación con demás delitos de gravedad como 
delincuencia organizada, homicidios dolosos, violación, secuestro, trata de 
personas, entre otros, podemos notar que el Estado ha dirigido mayores 
esfuerzos por encarcelar a consumidores o en su caso, traficantes de pequeña 
escala que a aquellas personas que cometen delitos de mayor importancia y 
consecuencias sociales6 .
Penalizar y castigar facilita ignorar las causas del inicio de la delincuencia y el 
crimen. En México, se criminaliza la pobreza y la necesidad de sustento. La 
mayoría de los internos en el sistema penitenciario federal son principalmente 



hombres y mujeres con fuertes desventajas sociales. En su mayoría provienen 
de contextos violentos y cuentan con escasa educación. 53.7 por ciento de los 
varones internos y 60 por ciento de las mujeres, no completaron la secundaria, 
56.6 por ciento de los hombres y 45.3 por ciento de las mujeres dijeron que la 
razón por la que no continuaron estudiando es porque tenían necesidad de 
trabajar. En resumen, 90 por ciento de los hombres y 87 por ciento de las 
mujeres internos comenzaron a trabajar antes de tener 18 años.7

Según Simón Hernández de León, investigador del Centro Pro Derechos 
Humanos, los recursos económicos y la clase social son uno de los principales 
factores que incide en la relación de las personas con las instituciones. En el 
caso del sistema penal, estas condiciones son causa de discriminación y 
estigmatización que favorece las violaciones a los derechos humanos.
La desigualdad en el acceso a la justicia se evidencia con la incapacidad de 
millones de mexicanos en condiciones socioeconómicas que les impiden 
acceder a un sistema de justicia equitativo. Los datos sugieren que el derecho a 
una defensa adecuada no se cumple ni en forma ni en fondo. Según la encuesta 
antes mencionada, el 43.7 por ciento de los presos no tuvo abogado al rendir 
declaración en la agencia del Ministerio Público 44 por ciento de los 
encuestados dijo que su abogado no le explicaba lo que estaba pasando durante 
las audiencias, 51 por ciento no recibieron consejos de sus abogados antes de 
las audiencias y 39 por ciento no le explicaron los resultados de los procesos.8

Estos abusos continúan incluso dentro de las cárceles, en donde se realizan 
cobros por pase de lista, para bañarse, tener artículos de higiene personal; 
cobros por el acceso a áreas de juego, estudio y trabajo; pagar por protección o 
piso para dormir e inclusive para el derecho a la visita conyugal. Esta violencia 
se extiende a los familiares de los presos, quienes deben de pagar por evitar 
filas en horas de visitas, ingresar alimentos y demás cuotas establecidas como 
reglas informales en las prisiones.9

El 75 por ciento de los hombres y el 82 por ciento de las mujeres, dijeron que 
antes de ingresar a la prisión percibían un ingreso mensual de entre 60 y 3 mil 
pesos a la semana. Es decir, se trata de personas que se encuentran dentro del 
primer y segundo decil de ingreso de la sociedad mexicana.10 Además, 39 por 
ciento de los hombres y 23.2 por ciento de las mujeres afirman haber intentado, 
al menos una vez, emigrar para trabajar en Estados Unidos. Ello evidencia la 
incapacidad del sistema mexicano de brindar oportunidades a la población más 
necesitada y castigarla sin entender el contexto bajo el cual delinquen.
En síntesis, las personas más comúnmente apresadas por el sistema federal son 
consumidores y o narcomenudistas de bajo perfil. No se trata de delincuentes 
que cometen actos violentos u otras conductas delictivas sino actos simples de 
posesión o consumo. Esto también constituye un problema en términos de 



proporcionalidad pues implica el uso del aparato coercitivo del Estado como lo 
es la Secretaría de Defensa Nacional y la Procuraduría General de la República 
para lidiar con conductas poco problemáticas en términos de salud individual o 
pública.
La presente iniciativa propone la creación de una Ley de Amnistía a favor de 
quienes han sido sentenciados por consumo o posesión de marihuana, en vista 
de que la criminalización de este delito ha representado un uso poco eficiente y 
racional de los recursos públicos destinados tanto a la procuración de justicia 
como a una política de seguridad.
La política del Estado mexicano concentrada en detener consumidores y 
pequeños traficantes ha ocasionado que las personas con escasos recursos sean 
las principales víctimas de violaciones por parte de las autoridades, 
exponiéndose a actos de corrupción, extorsión, maltrato físico, abuso sexual, 
detenciones arbitrarias y otras violaciones a sus derechos fundamentales.
Decreto  por  el  que  se  expide  la  Ley  de  Amnistía,  en  favor  de  los 
sentenciados  por  delitos  relacionados  con  el  consumo  o  posesión  de 
cannabis sativa, índica o marihuana
Ley de Amnistía
Artículo 1o. Se decreta amnistía en favor de todas las personas en contra de 
quienes se haya ejercitado o pudiere ejercitarse acción penal ante los tribunales 
del orden federal, por los delitos cometidos con motivo del consumo o posesión 
de cannabis sativa, índica y americana o marihuana, así como el psicotrópico 
“tetrahidrocannabinol” (THC), los isómeros ?6a (10a),  ?6a (7),  ?7, ?8, ?9, ?
10, ?9 (11) y sus variantes estereoquímicas, sin la autorización a que se refiere 
la Ley General de Salud, cuando por las circunstancias del hecho tal posesión 
no pueda considerarse destinada a realizar alguna de las conductas a que se 
refiere el artículo 194 del Código Penal Federal.
Artículo 2o.  Los individuos que se encuentren actualmente sustraídos de la 
acción de la justicia, dentro o fuera del país, por los motivos a que se refiere el 
artículo 1o. podrán beneficiarse de la amnistía, a partir de la vigencia de esta 
ley.
Artículo  3o.  La  amnistía  extingue  las  acciones  penales  y  las  sanciones 
impuestas respecto de los delitos que comprende.
En  cumplimiento  de  esta  ley,  las  autoridades  judiciales  y  administrativas 
competentes,  revocarán las órdenes de aprehensión pendientes y pondrán en 
libertad a los procesados o sentenciados.
En el caso de que se hubiere interpuesto demanda de amparo por las personas a 
quienes beneficia esta ley, la autoridad que conozca del respectivo juicio dictará 
auto de sobreseimiento.



La Procuraduría General de la República solicitará de oficio la aplicación de 
esta ley y cuidará de la aplicación de sus beneficios, declarando respecto de los 
responsables extinguida la acción persecutoria.
Artículo 4o. Las personas a quienes aproveche esta ley, no podrán en lo futuro 
ser interrogadas, investigadas, citadas a comparecer, detenidas, aprehendidas, 
procesadas o molestadas de manera alguna por los hechos que comprende esta 
amnistía.
Transitorio
Único. La presente ley entrará en vigor el día de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación.
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